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de recibo en el domicilio particular del demandado. En
este momento, el recurrente interpuso escrito solicitando
'la nulidad de todo lo actuado por inexistencia o irre­
gularidades en el emplazamiento. El recurso fue deses­
timado por providencia de 22 de enero de 1990, con
fundamento en el art. 240 lOPJ al existir Sentencia
definitiva.

Notificada esta resolución, la demandada presentó
recurso de reposición dirigido a obtener la misma nulidad
de actuaciones que le había sido ya denegada, dictán­
dose por la Magistratura Auto de 2 de febrero de 1990,
en el que se reítera que el art. 240 de la lOPJ priv¡¡
al juzgador de la posibilidad de acordar de oficio la nuli­
dad de actuaciones en el supuesto de que hubiera recaí-
do Sentencia definitiva. ,

la parte demandada anunció su propósito de inter­
poner recurso de suplicación frente al anterior Auto reso­
lutorio del recurso de reposición, que fue inadmitido
mediante providencia de 9 de febrero de 1990 por apli­
cación del arto 151 de la LP.L de 13 de junio de 1980,
que establece que contra el Auto que resuelve el recurso
de reposición «no se dará más recurso que el de res­
ponsabilidad del Magistrado que lo hubiese dictado».

Pese a la indicación judicial y la expresada prohibición
legal, la parte demandada, que actuaba con asistencia
técnica letrada, insiste en su actitud procesal e interpone
un nuevo recurso de reposición y posteriormente recurso
de queja.

3. la manifiesta improcedencia de los recuras pre­
sentados depués de haberse resuelto el recurso de rapo­
sición interpuesto frente a la providencia que denegó
la nulidad de actuaciones se deriva directamente de la
inadecuación del medio de impugnación utilizado y reco­
gida expresamente en el arto 151 de la LP.L de 13
de junio de 1980, debiendo a ello añadirse que, aunque
forzándose hasta el máximo el espíritu de flexibilidad
que este Tribunal Constitucional tiene siempre presente
en la resolución de cuestiones de índole formal. se con­
sidera en cierta medida explicable, teniendo en cuenta
que en el momento de su formalización cabía una cierta
vacilación jurisprudencial sobre el alcance del arto 240.2
lOPJ que el demandante en amparo hubiese interpuesto
el recurso de nulidad de actuaciones y, ante su dene­
gación por medio de providencia, posterior recurso de
reposición, pero no es posible mantener la misma pos­
tura con las posteriores acciones impugnatorias -recur­
sos de suplicación, reposición y queja-que fueron recha­
zadas por los órganos judiciales en resoluciones razo­
nablemente motivadas.

la exposición de la conducta procesal del deman­
dante en amparo pone de manifiestO que, mediante ella,
dilató indebidamente el plazo del arto 44.2 de la lOTC.
con la utilización de remedios imugnatorios claramente
improcedentes e innecesarios para que la vía judicial
previa se tuviese por agotada, puesto que este agota­
miento se produjo. según claro precepto contenido en
el arto 151 de la LP.L, de 13 de junio de 1980, con
el Auto de 2 de febrero de 1990. notificado el 8 del
mismo mes. por el cual se revolvió el recurso de repo­
sición, interpuesto frente a la providencia que decretó
no haber lugar a la declaración de nulidad de actuaciones
que el demandado había solicitado para reparar lo que
consideraba vulneración de su derecho de defensa y,
por tanto, el plazo del recurso de amparo se inició en
la indicada fecha de 8 de febrero de 1990. habiéndose
agotado con mucha anterioridad al de 17 de julio de
1990. en que se interpone el amparo.

Procede por consiguiente, apreciar que el recurso de
amparo ha incurrido en la causa de inadmisibilidad pre­
vísta en el arto 50.1 a} en relación con el 44.2 de la
LOTC. por haberse dilatado indebidamente el plazo seña-

lado en este último precepto, con la interposición de
recursos manifiestamente improcedentes; causa de inad­
misibilidad que en este momento procesal se convierte
en causa de desestimación.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR lA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONsmuClóN
DE LA NACiÓN ESPAÑOlA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Carlos Casado
Huelín.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a treinta y uno de mayo de mil
novecientos noventa y tres.-luis lópez Guerra, J:ugenio
Díaz Eimil. Alvaro Rodríguez Bereijo. José Gabaldón
lópez. Julio Diego González Campos. Caries Viver Pi-Sun­
yer.-Firmadas y rubricados.

17383 Sala Segunda. Sentencia 183/1993. de 31
de mayo. Recurso de amparo 1.986/1990.
ContraSentencia del Juzgado de primera Ins­
tancia núm. 1 de Vilatranca del Penedés (Bar­
celona), declarando no haber lugar al recurso
de audiencia contra la dictada por el Juzgado
de Distrito de esa localidad, en autos del juicio
de desahucio. Extemporaneidad del recurso
de amparo.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis lópez Guerra, Presidente, don Euge­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón lópez, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.986/90. promovido
por don Manuel Hernández Ruiz. representado por el
Procurador de los Tribunales don Isacio Calleja García
y asistido del letrado don Emeterio González Fandos.
contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Vilafranca del Penedés (Barcelona) de 9 de
julio de 1990. en la que se declara no haber lugar al
recurso de audiencia núm. 503/89 contra la dictada
por el Juzgado de Distrito de esa localidad. de fecha
4 de noviembre de 1987. en autos del juicio de desa­
hucio núm. 69/87. Han sido parte el Ministerio Fiscal
y la «Caixa Rural Penedés Garraf, Sociedad Cooperativa
Catalana de Crédito limitada», representada por el Pro­
cur¡¡dor don Federico Olivares de Santiago y asistida
del letrado don Antonio Ramón Camps. Ha sido Ponente
el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer. quien expresa
el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 30 de
julio de 1990. don Isacio Calleja García. Procurador de
los Tribunales y de don Manuel Hernández Ruiz, inter­
pone recurso de amparo contra la Sentencia del Juzgado
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de Primera Instancia núm. 1 de Vilafranca del Penedés
de 9 de julio de 1990, en la que se acuerda no haber
lugar al recurso de audiencia núm. 503/89 intentado
contra la dictada por el Juzgado de Distrito de esa loca­
lidad, de fecha 4 de noviembre de 1987, en los autos
de juicio de desahucio núm. 69/87.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) En autos de juicio de desahucio núm. 69/87 pro­
movido por {{Caixa Rural Penedés-Garraf. Scoiedad Coo­
perativa Catalana de Crédito Limitada» contra don
Manuel Hernández Ruiz, el Juzgado de Distrito (hoy de
Primera Instancia núm. 2) de Vilafranca del Penedés dictó
Sentencia estimatoria de 4 de noviembre de 1987, en
cuyo antecedente núm. 2 se hace constar que ({se con­
vocó a las partes para la celebración del correspondiente
juicio, a la demandada por primera y segunda vez con
el apercibimiento del art. 1.577 de la Ley de Enjuicia­
miento Civil. sin que compareciera, quedando luego el
juicio concluso para sentencian.

b) En noviembre de 1989, el hoy demandante de
amparo y su esposa -quienes, según se afirma en la
demanda, no habian tenido ninguna noticia del juicio
de desahucio- recibieron un requerimiento notarial de
la entidad de crédito en el que se les conminaba al aban­
dono de la vivienda objeto de la que habian sido judi­
cialmente desahuciados.

c) El actor y su esposa interpusieron entonces un
recurso de audiencia ante el Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 1 de Vilafranca del Penedés. Recurso que,
tramitado con el núm. 503/89, fue rechazado, por
extemporáneo, mediante Sentencia de 9 de julio
de 1990.

3. Se interpone recurso de amparo contra la Sen­
tencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Vila­
tranca del Penedés de 9 de julio de 1990, interesando
el reconocimiento del derecho del demandante a un pro­
ceso contradictorio y con todas las garantias y la anu­
lación de todo lo actuado en el juicio de desahucio desde
el momento de la admisión de la demanda. Se solicita
también la suspensión de la ejecución de la Sentencia
impugnada.

Se sostiene en la demanda que se ha incurrido en
infracción del art 24.1 de la Constitución, toda vez que,
según consta en las actuaciones -y pese a lo que se
afirma en la Sentencia del Juzgado de Distrito-, sólo
se practicó, con resultado negativo, una diligencia de
citación para el juicio, tras la cual todas las notificaciones
sucesivas se realizaron en estrados. A juicio del deman­
dante, del incumplimiento por parte del Juzgado de Dis­
trito de las previSiones establecidas en el art. 1.573 y
ss. LE.C. en cuanto a la citación del demandado para
el juicio de desahuclu, ha resultado una vulneración del
derecho constitucional ;:¡ no padecer indefensión.

4. Mediante providencia de 3 de septiembre de
1990, ia Sección de Vacaciones de este Tribunal acordó
admitir a trámite la demanda de amparo y dirigir comu­
nicación a los Juzgados de Primera Instancia núms. 1
y 2 de Vilafranca del Penedés interesando la remisión,
respectivamente, de las actuaciones correspondientes
al recurso de audiencia núm. 503/89 y al juicio de desa­
hucio núm. 69187; asimismo se acordó la práctica de
los pertinentes emplazartllentos.

5. Por Auto de 15 de octubre de 1990, la Sala
Segunda acoldó suspender la eJecución de las Senten­
cias oictadi's por los Juzgados de Distrito y de Primera
InstanCIa núm. 1 de Vilafl Jnca e1el Penedés en los autos
núm. 68/& I y en al recurso núm. 503/89, respec­
tivamente

6. Mediante providencia de 26 de noviembre de
1990, la Sección Tercera acordó acusar recibo de las
actuaciones interesadas, tener por comparecida y parte
a "Caixa Rural Penedés-Garraf, Sociedad Cooperativa
Catalana de Crédito Limitada», y, en su nombre y repre­
sentación, al Procurador don Federico Olivares de San­
tiago, asl como dar vista de las actuaciones recibidas
al demandante de amparo, a "Caixa Rural Pene­
dés-Garraf» y al Ministerio Fiscal, por un plaza común
de veinte días, para que presentaran las alegaciones que
estimasen pertinentes, conforme determina el
art. 52.1 LOTC.

7. El demandante de amparo no presentó escrito
de alegaciones.

8. La representación procesal de "Caixa Rural Pene­
dés-Garraf, Sociedad Cooperativa Catalana de Crédito
Limitada» registró su escrito de alegaciones el 27 de
diciembre de 1990. Tras referirse a diversas cuestiones
estrictamente referidas a la cuestión de fondo planteada
en el proceso de desahucio, sostiene la "Caixa Rural
Penedés-Garraf» que procede la desestimación del pre­
sente recurso de amparo, toda vez que el demandante
fue debidamente emplazado a juicio y, además, ha inter­
puesto un recurso extemporáneo (el recurso de audien­
cia) y no ha agotado la vía judicial preceptiva al no haber
acudido a la del juicio declarativo ordinario. En lo que
a la citación del actor se refiere, señala la "Caixa Rural
Penedés-Garraf» que, frustrado el pnmer emplazamiento
y resultando imposible practicar notificación alguna a
causa de la táctica seguida por el ,ecurrente al objeto
de impedirlas, la únIca solución posible fue la Citación
en estrados. En lo que afecta a la improcedencia del
recurso de audiencia intentado, se sostiene en el escrito
de alegaciones que tal recurso se interpuso de manera
temeraria, pues era evidente que al tiempo de promo­
verlo no concurría, entre otras, la condición exigida en
el art 785.2 LE.C habida cuenta de que habían trans­
currido más de tres meses desde la notificación en estra­
das de la Sentencia dictada en el juicio de desahucio.
De estimarse el amparo --concluye el escrito de alega­
ciones- se incurriría en vulneración del derecho reco­
nocido a la "Caixa Rural Penedés-Garraf» en el art. 787
LEC.

Por todo ello, se interesa la desestimación del recurso
por interposición de un recurso judicial improcedente
y, en cuanto al fondo, por no haberse conculcado los
derechas fundamentales del recurrente. Además, y
mediante otrosí, se solicita la elevación de la fianza fijada
por el Juzgado al suspender la ejecución de las reso­
luciones judiciales recurridas.

9. El Ministeno Fiscal presentó sus alegaciones el
18 de diciembre de 1990. Después de 'exponer los ante­
cedentes fácticos de la cuestión debatida y de referirse
a las términos en los que se articula la demanda de
amparo, procede el Ministerio Público a realizar una serie
de consideraciones tendentes a la delimitación de con­
creto objeto del presente recurso. Así. señala que, según
su encabezamiento, la demanda parece dirigirse única­
mente contra la Sentencia dictada con ocasión del recur­
so de audiencia al rebelde: sin embargo, en el petitum,
además de solicitar que se tenga por interpuesto recurso
de amparo contra dicha Sentencia, se interesa también
la concesión de amparo en cuanto al reconocimiento
del derecho a un proceso contradictorio y con todas
las Qarantias en relación con el proceso de desahucio
y pide, adernás, q¡¡e se anulen todas las acvJ',ciones
llevadas a cilbo en ese proceso, con excepción de la
demanda, a fin de que pueda verificarse con plena con­
tradicción. De ello resuha, conr.luye el Ministerio Fiscal.
que la pretensión d., amparo se dirrge a decretar la nuli-
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dad de la Sentencia dictada en el recurso de audiencia
y la de la emitida por el Juzgado de Distrito en el juicio
de desahucio.

Así fijado el objeto del presente recurso, y después
de referirse a la doctrina constitucional en torno al dere­
cho de defensa, alega el Ministerio Público que en el
presente caso no puede decirse que el órgano Judicial
adoptara todas las cautelas y garantías exigibles para
asegurar que llegar a conocimiento del demandado la
pretensión de desahucio dirigida contra él por la actora,
a fin de darle ocasión de ejercitar su derecho de defensa.
No desprendiéndose, además, de las actuaciones que
el recurrente se colocara de propósito en situación de
indefensión, ni que, pese a no haber sido emplazado
en forma, tuviera conocimiento del proceso de düsa­
hucio, resulta evidente -a juicio del Ministerio Fiscal­
que procede la estimación de la demanda.

10. Mediante providencia de 14 de enero de 1991,
la Sección acordó incorporar al proceso los escritos de
alegaciones presentados por "Caixa Rural Pene­
dés-Garraf" y el Ministerio Público, así como no haber
lugar a la pretensión de aquélla en ei sentido de que
se eleve la fianza constituida por el demandante de
amparo, toda vez que, según la parte dispositiva del Auto
dictado en la pieza de suspensión el 15 de octubre de
1990, la cuantía de la fianza que el demandante ha
de constituir para hacer frente a los posibles perjuicios
que la suspensión pudiera ocasionar a la contraparte
debe ser fijada por el órgano judicial competente, que
no es este Tribunal.

11. Por providencia de 28 de mayo de 1993 se
señaló el día 31 siguiente para deliberación y votación
de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo consiste
en determinar si en los autos del juicio de desahucio
núm. 69/87, tramitados ante el entonces Juzgado de
Distrito de Vilafranca del Penedés (hoy de Primera Ins­
tancia núm. 2), se ha conculcado el derecho del deman­
dante a no padecer indefensión. Tal es, en efecto, la
cuestión a la que ha de contraerse el debate procesal,
toda vez que, como bien señala el Ministerio Fiscal. aun­
que el amparo se dirige formalmente contra la Sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Vilafranca en los autos del recurso de audiencia al rebel­
de núm. 503/89, todo el cuerpo de la demanda se con­
sagra a la denuncia de las supuestas irregularidades
acaecidas durante la tramitación del procedimiento de
desahucio; irregularidades de las que habría derivado
una infracción de derechos fundamentales del recurrente
cuya reparación se pretende interesando, en el petitum,
la retroacción de lo actuado hasta el momento en que
el actor debió ser emplazado para comparecer en aquel
proceso. Así las cosas, la Sentencia recaída en el pro­
cedimiE:nto de audiencia no aparece más que como una
resolUCión en la que, denegada la reparación judicial
de la vulneración de derechos supuestamente padecida
en el juicio de desahucio, se agotan, infructuosamente,
los remedios ordinarios de los que el actor ha entendido
que debía servirse con el fin de agotar la vía previa al
recurso de amparo constitucional.

2. .Delimitado el objeto del presente recurso, debe­
mos, Sin embargo, pree'lsar antes de entrar en el fondo
de la cuestión, si, como alega "Caixa Rural Pene­
dés-Garraf", concurre alguna de las causa" de inadmisión
denunciadas por la contrap;;rte en su escrito de alega­
cIones; concurrencia quü, de conf!nn,J'se. supcnGn'a en

este momento orocesal, como es bien sabido, la deses­
timación de la demanda.

A juicio de «Caixa Rural Penedés-Garraf», el recurso
de audiencia al rebelde interpuesto por el demandante
de amparo era manifiestamente improcedente, dado que
no se daban las condiciones exigidas por el art. 785
L.E.C.; ello supondría haber incumplido lo preceptuado
en el art. 44.2 LOTC y, en consecuencia, resultaría obli­
gado desestimar ahora la demanda por extemporánea.
Además, el recurrente no habria agotado todos los reme
dios procesales existentes en la vía judicial [art, 44.1
a)], pues pudo -y debió- entablar el correspondiente
juicio declarativo ordinario, lo que conduciría -también
inevitablemente- a la desestimación del amparo pre­
tendido.

Antes de analizar la efectiva concurrencia de alguna
de las dos causas mencionadas de inadmisibilidad, es
preciso referirse a un dato del que sólo ha podido tenerse
conocimiento una vez recibidas las actuaciones corres­
pondientes a los autos del proceso de desahucio
núm. 69/87 y del que pudiera derivarse la concurrencia
de la causa de inadmisión prevista en el arto 44.2 LOTC,
aunque por razón distinta a la alegada por la contraparte.

Según consta en las actuaciones, la Sentencia dictada
en los autos núm. 69/87 fue definitivamente ejecutada
el 27 de abril de 1988. Ese día, la comisión judicial
constituida al efecto procedió al lanzamiento del desa­
hucio. Como quiera que ni el actor ni su esposa se encon­
traban en la vivienda arrendada, se procedió a descerra­
jar la puerta y se confirió «posesión de la vivienda a
la señora Procuradora en la representación que ostenta
(de "Caixa Rural Penedés-Garraf»), la cual ejecuta a nues­
tra presencia actos de disposición y de dominio, colo­
cando una nueva cerradura».

Tras los hechos que acaban de referirse, y en fecha
que -aunque no es posible determinar- no pudo ser
muy posterior -pues el recurrente sostiene que la vivien­
da constituiría ya entonces su domicilio habitual-, el
actor y su esposa volvieron a ocupar la vivienda, lo que
motivó que, enterada de ello la propiedad, les requiriera
notarialmente para abandonarla, siendo éste el momento
en el que, según el recurrente, tuvo conocimiento de
que había tenido lugar el juicio de desahucio.

Partiendo de cuanto antecede, no es en absoluto vero­
símil. para este Tribunal. que el demandante no tuviera
noticias del procedimiento de desahucio hasta el mes
de noviembre de 1989 -fecha del requerimiento nota­
rial-, pues al intentar entrar en la vivienda después del
27 de abril de 1988 tuvo, necesariamente, que advertir
que alguien había cambiado la cerradura de la puerta,
así como -una vez franqueada la entrada- que se habían
efectuado en su interior los «actos de disposición y de
dominio» a los que se refiere el acta de lanzamiento,
actos que -no especificados en el documento judicial­
consistieron, según la contrapane, en sacar al exterior
algunos objetos. Y no es verosímil porque nadie míni­
mamente diligente que adVierta en su vivienda seme­
jantes circunstancias se limita a descerrajar la puerta
y a poner una nueva cerradura; más bien cabe esperar
que se dé parte a la autoridad policial (lo que le habría
permitido averiguar la causa de las irregularidades obser­
vadas en su domicilio), o, de sospechar que el causante
pudiera ser el propietario, dirigirse a él exigiendo expli­
caciones.

En definitiva, el recurrente tuvo ocasión de tener cono­
cimiento del desahucio mucho antes de lo que sos+.ene,
pues una mínima diligencia de su parte pudo llevarle
a ello más de un año antes de la fecha en la qUE: fue
requerido notarialmente por la contraparte. En estas cir­
cunstan,,'as, es evidente que debió proceder en amparo
ant25 de !o que lo ha hecr,c. incurriendo así su demand3
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en la causa de inadmisión, ahora de desestimación, esta­
blecida en el arto 44.2 LOTC.

En consecuencia, debe desestimarse el presente
recurso de amparo sin necesidad de entrar a considerar
las causas de inadmisión aducidas por la contraparte
en sus alegaciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucionaL POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el amparo pretendido por don Manuel
Hernández Ruiz.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Ofícial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de mayo de mil
novecientos noventa y tres.-Luis López Guerra, Eugenio
Díaz Eimil, Alvaro Rodríguez Bereijo, José Gabaldón
López, Julio Diego González Campos, Caries Viver Pi-Sun­
yeL-Firmados y rubricados.

17384 Sala Segunda. Sentencia 184/1993, de 31
de mayo. Recurso de amparo 2.082/1990.
Contra Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, dic­
tada en autos sobre invalidez. Supuesta vul­
neración del principio de igualdad: tratamien­
to normativo diferenciado no carente de
justificación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puest? por don Luis López Guerr?, Presidente, don Euge­
niO Dlaz Elmll, don Alvaro Rodrlguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Vlver PI-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.082/90, promovido
por don Juan José Gómez Celis, representado por el
Procurador de los Tribunales don José Manuel de Dorre­
mochea Aramburu, y asistido del Letrado don José Mate
Basterrechea, contra la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 8 de mayo
de 1990, dictada en autos sobre invalidez. Han com­
parecido el Ministerio Fiscal y el Instituto Nacional de
la Seguridad Social. representado por el Procurador don
Eduardo Morales Price y asistido del Letrado don Luis
López Moya. Ha sido ponente el Magistrado don José
Gabaldón López, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

. 1. P?r escrito presentado ante el Juzgado de Guar­
dia el dla 3 de agosto de 1990 -registrado en este
Tribunal el dla 8 slgulente- el Procurador de los Tri­
bunales don José Manuel de Dorremoechea Aramburu
en nombre y representación de don Juan José Góme~
Celis. interpuso recurso de amparo contra la Sentencia
de la Sala de lo Social de! Tribunal Superior de Justicia
do Madrid de 8 de mayo de 1990

2. La demanda se basa, en síntesis, en los siguientes
antecedentes:

a) El ahora recurrente, nacido el 2 de agosto
de 1956 y de alta en el Régimen Especial de Traba­
jadores Autónomos por razón de su actividad profesional
como vendedor-repartidor por cuenta propia, sufriÓ el
23 de diciembre de 1985 un accidente no laboral a
raíz del cual inició un proceso de incapacidad laboral
transitoria. La Dirección Provincial en Vizcaya del Ins­
tituto Nacional de la Seguridad Social (en adelante INSS)
por Resolución de 12 de agosto de 1987, a propuesta
de la Comisión de Evaluación de Incapacidades. le decla­
ró afecto de una invalidez permanente en grado de inca­
pacidad permanente total para la profesión habitual deri­
vada de la contingencia de accidente no laboral. pero
sin derecho a prestaciones económicas por no haber
cumplido la edad de cuarenta y cinco años en el momen­
to de la declaración de la incapacidad.

b} Agotada la vía administrativa previa (Resolución
del INSS de 25 de septiembre de 198n interpuso
demanda ante los órganos de la jurisdicción social. La
Magistratura Provincial de Trabajo núm. 3 de Vizcaya
en Sentencia de 18 de marzo de 1988 estimó la pre­
tensión reconociendo al demandante el derecho a per­
cibir la pensión correspondiente. Para el juzgador el
requisito de la edad de cuarenta y cinco años constituía
una discriminación exclusivamente personal contraria al
principio de igualdad.

Recurrida en suplicación por el INSS y la TGSS, la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en Sentencia de 8 de mayo de 1990 estimó
el recurso, revocó la resolución de instancia y absolvió
a la parte demandada. Razonaba la Sala, siguiendo la
precedente doctrina del Tribunal Central de Trabajo, que
la exigencia de un límite cronológico a los trabajadores
de este Régimen Especial de la Seguridad Social en situa­
ción de incapacidad permanente total para tener derecho
a las prestaciones económicas no pugna con el arto 14
de la CE Entre este Régimen y el Régimen General
concurren «... razones objetivas de disparidad, cuales
son distintas manifestaciones de trabajo. cotizaciones
y amplitud de cobertura de protección ...», que justifican
la diferencia de tratamiento, máxime cuando la norma
superior en sus arts. 9.° y 103 impone un criterio estricto
de legalidad en la aplicación de todo el ordenamiento.

3. La demanda de amparo se dirige contra esta últi­
ma Sentencia porque viola el derecho a la no discri­
minación protegido por el arto 14 de la CE Se argumenta
que un trabajador autónomo que ha cumplido sus obli­
gaciones de cotización, reúne el periodo de carencia
requerido y se encuentra en la misma situación pato­
lógica de invalidez derivada de accidente que un tra­
bajador del Régimen General menor de cuarenta y cinco
años, queda desprotegido sólo por una circunstancia per­
sonal ajena a sus obligaciones contributivas. pues debe
presumirse una idéntica dificultad para hallar una pro­
fesión alternativa a la que había sido habitual hasta la
sobreveniencia de la incapacidad. Por tanto, el párrafo
segundo de los arts. 37 del Decreto 2.530/1970, de
20 de agosto, y 75 de la Orden ministerial de 24 de
septiembre de 1970 debe entenderse derogado por la
Constitución.

Interesa, por ello, la nulidad de la Sentencia impug­
nada y el reconocimiento del derecho a la prestación
económica correspondiente a la situación de invalidez
que padece el recurrente.

4. La Sección Cuarta por providencia de 15 de
octubre de 1990 acordó, en uso de lo dispuesto en
el art. 50.5 de la LOTe, requerir a la parte recurrente
para que en el plazo de diez dias acreditara fehacien-


